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HONORABLE JUEZ 

JUZGADO TREINTA Y CINCO (35) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ - SECCIÓN TERCERA - 

DR. JOSÉ IGNACIO MANRIQUE NIÑO 

 

 

RADICACION : 11001333103520220000500 

ACTOR  : ROBERTO CARLOS RODRÍGUEZ ENAMORADO Y OTROS  

CONTRA  : MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – ARMADA NACIONAL 

PROCESO.       REPARACIÓN DIRECTA  

 

ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA 

 

GERANY ARMANDO BOYACÁ TAPIA, mayor de edad, domiciliado y residente en la 

Ciudad de Bogotá, identificado con la cédula de ciudadanía número 80.156.634 

expedida en Bogotá, abogado en ejercicio y portador de la Tarjeta Profesional 

Número 200.836 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de 

apoderado de la NACION-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL en el proceso de la 

referencia, conforme al poder otorgado, doy CONTESTACIÓN a la demanda en los 

siguientes términos:  

 

DOMICILIO 

 

La Demandada, su representante legal y el suscrito apoderado judicial de la 

Nación- Ministerio de Defensa Nacional tienen su domicilio principal en Santa Fe de 

Bogotá, Avenida El Dorado CAN Carrera 54 No. 26-25. 

 

 

DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 

 

El demandante, en síntesis, pretende lo siguiente: 

 

1. Que se declare a los demandados, administrativamente y 

extracontractualmente responsable por los daños y perjuicios de orden 

material y moral causados a los demandantes, con ocasión de los daños 

sufridos por el soldado profesional Roberto Carlos Rodríguez Enamorado y 

otros el 17 de septiembre de 2019.  

 

2. Como consecuencia de lo anterior y por concepto de PERJUICIOS 

MATERIALES, se OCHOSIENTOS VENTIOCHO MIL CIENTO DIECISEIS PESOS 

($828.116) valor del salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de 

ocurrido el accidente en el 2019. 

 

3. Por concepto de PERJUICIOS MORALES, los demandantes piden CIEN (100) 

SMLMV, para cada uno. 

 

4. Por concepto de DAÑO A LA VIDA EN RELACIÓN a favor de los 

demandantes, se solicita la suma de CIEN (100) SMLMV para cada uno. 
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5. El pago de la sentencia y sus correspondientes intereses moratorios, de 

acuerdo con las normas pertinentes. 

 

AL RESPECTO SEÑOR JUEZ, MANIFIESTO AL DESPACHO QUE ME OPONGO A TODAS Y 

CADA UNA DE LAS PRETENSIONES DE LA PRESENTE DEMANDA, CON FUNDAMENTO 

EN LAS RAZONES DE HECHO Y DE DERECHO QUE EXPONDRÉ A CONTINUACIÓN. 

 

DE LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 

 

EL HECHO PRIMERO: No me consta, deberá probarse. 

EL HECHO SEGUNDO Y TERCERO: No me consta, debe ser probado por el 

demandante  

EL HECHO CUARTO: No me consta, debe ser probado por el demandante. 

EL HECHO QUINTO: No me consta, debe ser probado por el demandante, son 

elucubraciones del demandante. 

EL HECHO SEXTO: No me consta, debe ser probado por el demandante. 

LOS HECHOS SÉPTIMO: No es un hecho, son elucubraciones del demandante. 

EL HECHO OCTAVO: es cierto de acuerdo a lo aportado por el actor 

LOS HECHOS DECIMO PRIMERO AL DECIMO TERCERO: Es cierto le practicaron Junta 

Medico Laboral No. 114-2022 del 26 de mayo de 2022, apelada al Tribunal Medico 

Laboral de Revisión Militar y de Policía bajo acta del Tribunal Medico Laboral 23-1-

020 MDNSG del 30 de enero de 2023, por lo demás no me consta, deberá ser 

probado por el actor. 

 

 

RAZONES DE DEFENSA 

 

CASO CONCRETO 

 

El 17 de septiembre de 2019, el soldado profesional RODRIGUEZ ENAMORADO 

ROBERTO CARLOS, en cumplimiento de la operación en casco Arauca urbano 

recibiendo órdenes del comandante de la escuadra el sargento vise primero 

RAMIREZ, el IMP RODRIGUEZ ENAMORADO ROBERTO CARLOS, en compañía de 10 

infantes regulares se encontraba hacienda una patrulla de registro y control 

perímetro a las instalaciones de la ARC en el barrio 20 de julio de Arauca. 

 

FRENTE A LOS PERJUICIOS MORALES Y MATERIALES: No es posible condenar al ente 

demandado; en primera instancia, porque no hay lugar a responsabilidad 

administrativa de la entidad que represento por las razones que más adelante 

expondré. 

 

Lo anterior, en atención a que el DAÑO A LA SALUD, se repara con base en dos 

componentes: i) uno objetivo determinado con base en el porcentaje de invalidez 

decretado y ii) uno subjetivo, que permitirá incrementar en una determinada 

proporción el primer valor, de conformidad con las consecuencias particulares y 

específicas de cada persona lesionada, conforme lo indicado en sentencia del H. 

Consejo de Estado-Sección Tercera Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO 

Bogotá D.C., (14) de septiembre de (2011) Radicación número: 05001-23-31-000-

2007-00139-01(38222) Actor: JOSE DARIO MEJIA HERRERA Y OTROS Demandado: 
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NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-EJERCITO NACIONAL Referencia: ACCION DE 

REPARACION DIRECTA. 

 

PERJUICIOS A LA VIDA DE RELACIÓN: Petición más inapropiada e inconducente, ya 

que el H. Consejo de Estado en la providencia antes señalada estipulo lo siguiente: 

“De modo que, el “daño a la salud” –esto es el que se reconoce como proveniente 

de una afectación a la integridad psiocofísica– ha permitido solucionar o aliviar la 

discusión, toda vez reduce a una categoría los ámbitos físico, psicológico, sexual, 

etc., de tal forma que siempre que el daño consista en una lesión a la salud, será 

procedente establecer el grado de afectación del derecho constitucional y 

fundamental (artículo 49 C.P.) para determinar una indemnización por ese 

aspecto, sin que sea procedente el reconocimiento de otro tipo de daños (v.gr. la 

alteración de las condiciones de existencia), en esta clase o naturaleza de 

supuestos.  

  

Es decir, cuando la víctima sufra un daño a la integridad psicofísica sólo podrá 

reclamar los daños materiales que se generen de esa situación y que estén 

probados, los perjuicios morales de conformidad con los parámetros 

jurisprudenciales de la Sala y, por último, el daño a la salud por la afectación de 

este derecho constitucional” 

 

 

DE LA RESPONSABILIDAD ESTATAL 

 

La imputación de responsabilidad extracontractual del Estado por Falla en el 

Servicio, se caracteriza porque el demandante atribuye al demandado conductas 

irregulares, por acción o por omisión; por lo tanto es necesario demostrar la falencia 

o anomalía administrativa en el acaecimiento del hecho dañino, la antijuridicidad 

del daño y el nexo adecuado y eficiente de causalidad. 

 

El artículo 90 de la Constitución Política no sujetó obligación de reparar a cargo del  

Estado a la demostración de una  conducta antijurídica de las autoridades 

públicas; no hizo referencia a la falla del servicio; y ni siquiera vinculó la 

responsabilidad estatal al funcionamiento normal o anormal  de la Administración. 

 

La responsabilidad del Estado se fundamenta en la noción de daño antijurídico  

entendido como aquél que no debe soportar el ciudadano por superar las cargas 

públicas que debe soportar por vivir en sociedad y surge cuando se acredita:   

 

Que el daño fue causado por la actuación o la omisión de  una autoridad pública, 

lo cual es distinto a establecer que fue producto del funcionamiento del servicio  o 

de la Administración. 

 

Que la conducta de la autoridad pública  es atribuible o imputable al Estado, lo 

que implica considerar que no todas las actuaciones u omisiones de los agentes 

estatales comprometen la responsabilidad del Estado.  

 

En ese sistema lo único relevante para que nazca la obligación de reparar, es la 

prueba de que el daño fue causado por la actuación del Estado.    
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RIESGO PROPIO DEL SERVICIO 

 

El Consejo de Estado, ha manifestado de manera reiterada que “la afectación de 

los derechos a la vida y a la integridad personal del militar profesional constituye un 

riesgo propio de la actividad que dichos servidores públicos ordinariamente 

despliegan”. 

 

Por lo tanto, no es atribuible al Estado responsabilidad alguna en estos casos, salvo 

que se demuestre que la lesión o la muerte devienen del acaecimiento de una falla 

en el servicio o de la materialización de un riesgo excepcional al cual se hubiere 

visto sometido el militar profesional afectado. 

 

“ (…) Hay eventos en los cuales el daño antijurídico cuya reparación se reclama 

deriva de las lesiones o de la muerte de un miembro de las Fuerzas Armadas, de la 

Policía Nacional, del DAS o de cualquier organismo similar, entidades cuyo común 

denominador está constituido por el elevado nivel de riesgo para su integridad 

personal al cual se encuentran expuestos los agentes que despliegan actividades 

operativas, de inteligencia o, en general, de restauración y mantenimiento del 

orden público o de defensa de la soberanía estatal que, por su propia naturaleza, 

conllevan la necesidad de afrontar situaciones de alta peligrosidad, entre ellas el 

eventual enfrentamiento con la delincuencia de la más diversa índole o la 

utilización de armas de dotación oficial.” 

  

El demandante, pretende que se le indemnice por los daños sufridos por el señor 

RODRIGUEZ ENAMORADO ROBERTO CARLOS, desconociendo que desde el mismo 

momento en que ingreso a las filas del Ejército Nacional como soldado profesional, 

inició una carrera militar que trae consigo riesgos implícitos y siendo elegida por él 

de manera voluntaria, solo serían imputables al Estado Colombiano, si se 

demostrare que su muerte fue producto de una falla en el servicio o de un riesgo 

excepcional. 

 

El ejercicio de operaciones militares tácticas, es una actividad propia del servicio 

que trae consigo un riesgo propio del mismo, que asume el uniformado, ya sea 

oficial, suboficial o soldado profesional, por cuanto se vincula voluntariamente y en 

decisión autónoma de su derecho a escoger profesión u oficio.(...)”  

      

Por eso el Consejo de Estado en reiteradas jurisprudencias ha abordado el tema y 

ha encontrado procedente la declaratoria de responsabilidad del Estado, cuando 

se evidencia que quienes ejercen funciones de alto riesgo relacionadas con la 

defensa y seguridad del Estado como los militares, agentes de policía o detectives 

del DAS, han padecido daños con ocasión de una falla del servicio o del 

sometimiento a un riesgo excepcional, como por ejemplo, cuando se ha 

configurado un error táctico, se dejan de emplear medidas para prevenir o evitar 

un ataque, no se adoptan medidas de seguridad excepcionales a pesar de la 

inminencia del ataque, en el daño intervienen armas de dotación oficial, etcétera; 

situación que no ocurre en el presente caso, pues el apoderado del actor pretende 

se le reconozca una falla del servicio, con un relato del apoderado de la parte 

demandante en que aduce que “(…) en casco Arauca  

urbano recibiendo órdenes del comandante de la escuadra el sargento vise 

primero RAMIREZ, el IMP RODRIGUEZ ENAMORADO ROBERTO CARLOS, en  
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compañía de 10 infantes regulares se encontraba hacienda una patrulla de 

registro y control perímetro a las instalaciones de la ARC en el barrio 20 de julio  de 

Arauca, donde fueron atacados por la espalda por un carro Aveo blanco por 

cuatro civiles, dejando lesionado al IMR FIGUEROA VALDEZ OSCAR FERNANDO,  

quien posteriormente fallece en el Hospital de Arauca. no obstante, si se encuentra 

el informe administrativo por muerte que da cuenta que el soldado profesional al 

IMR FIGUEROA VALDEZ OSCAR FERNANDO, murió en actos del servicio por acción 

directa del enemigo.   

 

El Consejo de Estado considera que no habrá lugar a declarar la responsabilidad 

extracontractual del Estado cuando los agentes sufren daños propios del servicio, 

como por ejemplo, ser heridos o morir en combate contra grupos al margen de la 

ley, enfrentarse a grupos delincuenciales, repeler paros cívicos, etcétera1. Situación 

que si se evidencia en el presente caso, pues como se mencionó anteriormente, 

los dalos sufridos al señor soldado profesional RODRIGUEZ ENAMORADO ROBERTO 

CARLOS, ocurrió en actos del servicio por acción directa del enemigo.   

 

La jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado que la afectación de los 

derechos a la vida y a la integridad personal de los agentes de la fuerza pública 

profesionales, constituye, en general, un riesgo propio de la actividad que 

desempeñan, riesgo que se concreta cuando tiene lugar el deceso o la ocurrencia 

de lesiones como consecuencia de combates, emboscadas, ataques de grupos 

subversivos, desarrollo de operaciones de inteligencia, entre otras actuaciones 

propias del servicio que prestan, y al cual ingresaron por iniciativa propia, por lo 

que asumen los riesgos inherentes al desarrollo de dichas actividades peligrosas. 

 

En virtud del riesgo inminente que caracteriza a estas actividades y del libre 

albedrío de que gozan los agentes que las realizan, no en todas las ocasiones, 

resulta jurídicamente viable atribuirle al Estado responsabilidad extracontractual; 

sin embargo, se considera, en aquellos casos en los cuales se demuestre que la 

lesión o la muerte devienen del acaecimiento de una falla en el servicio o de la 

materialización de un riesgo excepcional al cual se hubiere visto sometido el 

agente afectado, y que este riesgo sea mayor que aquel al cual se hubieren visto 

expuestos sus demás compañeros en el desarrollo de la misión encomendada2. 

 

Estos títulos de imputación se configuran, en razón a que el riesgo se estructura 

cuando acontece una situación extraordinaria respecto de lo que normalmente se 

asume al escoger dicha profesión, o como dice la jurisprudencia, cuando “a estos 

funcionarios se les somete a un riesgo superior al que normalmente deben soportar 

con ocasión de su actividad”3, esto es, cuando se expone a los servidores públicos 

a riesgos extraordinarios que superan los propios de su actividad o cuando se 

incumple un deber asignado a dichas entidades como por ejemplo “el de brindar 

                                                 
1 Cfr. Tribunal Administrativo del Cauca, 23 de septiembre de 2010, radicados 2003 2231, 2003 2265, 2004 

0369, 2003 1507, acumulados. Consejo de Estado, 25 de julio de 2002, radicado 14001, 26 de mayo de 2010, 
radicado 19158, entre 
otras. 
2 Ver, entre otras, las sentencias del Consejo de Estado, Sección Tercera, de mayo 3 de 2001, expediente 12338, 

C.P. Alier Hernández; marzo 8 de 2007, expediente 15459, C.P. Mauricio Fajardo Gómez y octubre 7 de 2009, 

expediente 17884, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 
3 Ibídem. 
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la instrucción y el entrenamiento necesario para el adecuado desempeño de sus 

funciones”4, o el de brindar las condiciones de seguridad necesarias cuando está 

acreditado el peligro que se encuentra por el cumplimiento de dichas funciones5, 

o el de suministrar los elementos para permitir el cabal cumplimiento de sus 

obligaciones6 (falla del servicio). 

 

Del mismo modo, la vinculación a dichas instituciones de manera legal y 

reglamentaria implica el amparo normativo en el régimen laboral que los rige y que 

cobija la asunción de los riegos derivados de esta actividad. Cuando se concreta 

el riesgo que voluntariamente asumieron se constituye lo que se ha llamado por la 

doctrina francesa, indemnización a forfait. 

 

Este régimen prestacional de naturaleza especial, reconoce las circunstancias de 

particular riesgo que caracteriza a las actividades que deben desarrollar los 

referidos servidores públicos, quienes, en consecuencia, se hallan amparados por 

una normatividad que, en materia prestacional y de protección de riesgos, 

habitualmente consagra garantías, derechos y prestaciones que superan las 

previstas en las normas que, en este ámbito, resultan aplicables al común de los 

servidores del Estado7. 

 

Por lo anterior, solicito al señor Juez se denieguen las pretensiones de la demanda. 

 

 

PERSONERIA 

 

Respetuosamente solicito al señor Juez, reconocerme personería para actuar en el 

presente proceso, en los términos del poder que me ha sido conferido. 

 

ANEXOS 

 

1. Poder debidamente otorgado y soportes. 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

 

Recibiré notificaciones y citaciones en la Secretaria del Juzgado o en la Carrera 10 

No. 26 – 71,  piso 7º, Torre Sur - Residencias Tequendama, de la ciudad de Bogotá 

D.C.,  de la ciudad de  Bogotá D.C., correo electrónico: 

geranycontencioso@gmail.com 

 

Del señor Juez,  

 

                                                 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 9 de junio de 2010, 

C.P.  Gladys Agudelo Ordóñez, radicación n.°  16258. 
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia  del 28 de abril de 

2010, C.P. Ruth Stella Correa Palacio, radicación n.°  17882. 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia  del 23  de junio de 

2010, C.P. Enrique Gil Botero, radicación n.°  19426. 
7 Artículo 123 del Decreto 1213 de 1990. 

mailto:gerany.boyaca@mindefensa.gov.co
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GERANY ARMANDO BOYACÁ TAPIA  

C.C. 80.156.634 de Bogotá 

T.P. 200836 del H.C.S.J. 

E-mail: geranycontencioso@gmail.com  

 

 

Anexo Poder y certificaciones 

mailto:geranycontencioso@gmail.com


MINISTERIO DE DEFENSA 
NACIONAL

Sehor (a)
JUZGADO 35 ADMINISTRATIVO SEC TERCERA ORAL BOGOTA
BOGOTA
ESD

PROCESO N°
ACTOR:
MEDIO DE CONTROL:

11001333603520220000500
ROBERTO CARLO RODRIGUEZ ENAMORADO
REPARACION DIRECTA

HUGO ALEJANDRO MORA TAMAYO, portador de la Cedula de Ciudadania No. 
71.761.719 expedida en Medellin, en mi condicion de DIRECTOR DE ASUNTOS 
LEGALES DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, de conformidad con lo 
dispuesto en la Resolucion 8615 del 24 de diciembre de 2012, Resolucion 4535 del 29 
de junio de 2017 y Resolucion No. 5201 del 19 de agosto de 2022, manifiesto que 
confiero poder especial, amplio y suficiente a la Doctor (a) GERANY ARMANDO 
BOYACA TAPIA, identificado (a) con la Cedula de Ciudadania No. 80156634 de 
BOGOTA y portador (a) de la Tarjeta Profesional No. 200836 del Consejo Superior de 
la Judicatura, para que en nombre y representacion de la Nacion - Ministerio de Defensa 
Nacional, asuma la defensa de la Entidad y lleve hasta su terminacidn el proceso de la 
referenda.mm

El apoderado (a) queda plenamente facultado (a) para que ejerza todas las acciones 
de conformidad con el Art. 77 del C.G.P, en especial para que sustituya y reasuma el 
presente poder, asi mismo asistir a las audiencias de conciliacion con facultad expresa 
para conciliar dentro de los parametros establecidos por el comite de conciliacion del 
Ministerio de Defensa Nacional, de conformidad con las normas legales vigentes y en 
general ejercer todas las gestiones inherentes al mandato judicial, en procura de la 
defensa de los intereses institucionales y patrimoniales del Estado.

Atentamente;

//-.

HUGO ALEJANDRO MORA TAMAYO 
C.C. No 71.761.719 expedida en Medellin

ACEPTO:

BOYACA TAPIAGERANYArffc/IAI
c. c.^fseea^
T. P. 200836^del C. J. 
CELULTA^?32148837^0 
gerany.Doyaca@mindpfensa.gov.co 
geranycontencioso@gmail.com

Apoderado(a) Ministerio de Defensa Nacional

Correia 54 N 26 - 25 CAN 
Bogota, D.C. Colombia
PBX (57-601) .'SIS 0111 - Unea gratuita 018000 913022
COdigo Postal; 111321
www.mirdefensa.gov.co

mailto:gerany.Doyaca@mindpfensa.gov.co
mailto:geranycontencioso@gmail.com
http://www.mirdefensa.gov.co


 



 



 



 



 



 



 



 


